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El taller constará de tres sesiones de tra-
bajo, en cada una se trabajará sobre un subte-
ma específico del tema general planteado; fi-
nalmente, en una cuarta sesión se realizará la
plenaria sobre lo analizado durante las tres
jornadas.

TEMA

LA INTERCULTURALIDAD EN LA PROPUESTA

DE LAS ECONOMÍAS LOCALES FRENTE A LA

ECONOMÍA GLOBAL

Buscamos reflexionar, debatir y aportar
en torno la lectura que se da desde la propues-
ta de la Interculturalidad sobre la relación
conflictiva entre experiencias de “economías
locales” frente a la “economía global” que se
impulsa actualmente.

Por “economías locales” estamos varias
formas productivas como la economía campe-
sina, el “mercado informal”, propuestas alter-
nativas y de cierta manera, las economías de
los países del sur en su proceso de articulación
a la globalización.

Para profundizar trabajaremos tres sub
temas:

1. El desarrollo como alternativa 
o la altenativa al desarrollo

Buscamos indagar sobre

El enfoque economicista del desarrollo
es una corriente que permanece vigente, a pe-

sar del surgimiento de nuevas propuestas, co-
mo el desarrollo sostenido, sustentable, huma-
no, entre otros. Entre las limitaciones para su-
perar esta visión, podemos ubicar:

El desarrollo de experiencias micro o lo-
cales que no logran ser conocidas y replicadas.

Despliegue de una “oferta” de economía
global de libre mercado, como modelo de de-
sarrollo inevitable.

Limitaciones en el desarrollo de pro-
puestas “alternativas” al modelo global.

Existe una percepción generalizada en
cuanto a que el proceso de globalización de la
economía es la “única vía”, frente a la cual to-
dos los países deben inscribirse para poder en-
trar en la nueva era. A la par, los problemas
efectos de este modelo -como la pobreza- son
vistos, perversamente, como expresiones por
no ingresar en esta lógica. Los diferentes pro-
gramas de desarrollo se ven inmersos en esta
dinámica, si bien pueden incorporar ciertos
aspectos como, enfoque de género, defensa del
medio ambiente, mecanismos de redistribu-
ción, entre otros, no estarían logrando los ob-
jetivos que se plantean, ya que no salen del cír-
culo mencionado. Por ello el subtema “El desa-
rrollo como alternativa o la alternativa al desa-
rrollo”, expresa un amplio y profundo debate.

El taller de educación del Congreso de
Antropología Aplicada intenta articular como
eje central general las interrelaciones que exis-
ten entre interculturalidad, educación y diver-
sidad lingüística. En el fondo, de lo que se tra-
ta es de trabajar sobre los tres aspectos que se
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han convertido en medulares y constitutivos
de las propuestas antropológicas, educativas y
lingüísticas de los últimos años. Estas pro-
puestas han tenido como centro aplicado las
experiencias de Educación Intercultural Bilin-
güe en los distintos países de Latinoamérica.
Tal vez, una de las mayores limitaciones que se
han dado al interior de las reflexiones en tor-
no a la E.I.B. ha sido el discutir estos aspectos
constitutivos fundamentales de manera aisla-
da, de tal forma que quienes históricamente se
acercaron a la problemática fueron especialis-
tas lingüistas, casi inmediatamente se embar-
caron los antropólogos en la reflexión y, por
ultimo, en mínima cantidad hasta hoy, los
educadores.

El taller esta estructurado con tres subte-
mas como componentes a trabajar. En cada
uno de ellos se explicitan los aspectos que se
esperan abordar de acuerdo a vacíos o necesi-
dades de debate:

1. Interculturalidad y reformas educativas

Los últimos años han visto florecer pro-
yectos de reformas educativas en varios países
de Latinoamérica, entre los que se cuentan,
por lo menos, Ecuador, Peru, Bolivia, Chile y
Colombia. Si la interculturalidad, como apare-
ce en el nivel de intenciones de muchos estu-
dios y declaraciones, debe entenderse como un
eje transversal que cruce todo el currículo
educativo y como una propuesta que debe in-
cidir no solo en los pueblos indígenas sino en
el conjunto de las sociedades que forman los
Estados, es necesario preguntarse por su pre-
sencia en los modelos de reforma curricular de
nuestros países. En este sentido, se espera que
los participantes del Congreso aporten pers-
pectivas de análisis sobre políticas y modelos
curriculares plasmados en los respectivos pro-
gramas de reforma educativa: ¿qué lugar ocu-

pa la interculturalidad en los modelos curricu-
lares? ¿qué propuestas de operativización exis-
ten en los mismos? ¿cómo está presente la edu-
cación intercultural en el sistema educativo
“nacional”?

2. Interculturalidad en el aula

Este subtema del taller espera plantear la
necesidad de trabajar el tema de la intercultu-
ralidad en contextos específicos y concretos de
educación formal. Es verdad que la escuela no
es el único ámbito de ejercicio de la educación
intercultural, pero no se puede negar la fuerza
e importancia que tiene esta dimensión en las
prácticas educativas interculturales. Por ello es
importante reflexionar en torno a cuestiones
como, ¿qué esta pasando en las aulas? ¿cómo
se vive la interculturalidad en aulas: cómo
contenidos, como estrategia, como metodolo-
gía, como actitud? ¿cómo se controlan los as-
pectos actitudinales inconscientes que se ma-
nejan desde el poder del docente? ¿con qué
metodología (s) se aborda la enseñanza inter-
cultural?, que experiencias significativas se
han dado en los últimos años? ¿qué propuestas
se pueden hacer en esta perspectiva?

3. La interculturalidad en el bilingüismo 
y el bilingüismo en la interculturalidad

La educación intercultural bilingüe ha
privilegiado la reflexión y el debate desde el
papel que juegan las lenguas involucradas en
situaciones concretas; más tarde también des-
de la antropología se ha reflexionado sobre lo
que conlleva y significa pensar en una praxis

En este taller, se pretende hacer referen-
cia a la interculturalidad, partiendo de la pers-
pectiva alterocéntrica, fundamentada en el co-
nocimiento y reconocimiento, valoración y
respeto de las esencialidades e intersubjetivi-

168 / Introducción



dades. El diálogo se da únicamente cuando
podemos mirar a los ojos del otro, y en su mi-
rada y sus palabras, confirmar nuestras identi-
dades y reconocer nuestras diferencias. Es por
esta razón que hablar de la dimensión altero-
céntrica de la religión, implica necesariamen-
te, hurgar en nuestro interior y reconocer en
esas experiencias vivenciadas por todos de al-
guna u otra manera con diferentes matices y
colores, lazos que nos hermanan y nos identi-
fican con los demás.

Puesto que la experiencia religiosa, al ser
un espacio en el que mayor evidencia cobra la
filiación simbólica, manifiesta ademas nuestra
existencia como una tendencia hacia lo Otro y
los otros. Pero también en esos intentos de re-
lación con lo Otro y con los otros en su nom-
bre, surgen tensiones, confrontaciones y con-
flictos: encuentros y desencuentros que en
nuestra América Latina se han dado y se si-
guen dando en nombre de dioses y de cruces.

El fenómeno religioso ocurre funda-
mentalmente a nivel vivencial. Algunos auto-
res manifiestan al respecto, que “la religiosidad
más que ser un concepto es una experiencia
vital”. Por esta razón, es preciso abordar estas
experiencias desde la cotidianidad espacio en
el que los seres humanos vamos articulando
nuestra vida y a través del cual buscamos de
una u otra manera, relacionarnos con aquellas
realidades que rebasan nuestros niveles gno-
seológicos y se legitiman en el sentir, en la vi-

vencia y en la experiencia cotidiana de relación
con nosotros mismos, con los otros y con
aquellas realidades que percibimos como tras-
cendentes.

Es justamente en la cotidianidad, donde
también se van conformando de manera inte-
gral nuestras vivencias, partiendo casi siempre
de aquello que hemos adquirido de nuestros
predecesores, y en donde se va actualizando de
manera consciente o inconsciente nuestra he-
rencia colectiva, cargada de símbolos, mitos y
ritos que conforman el sustento de nuestras
actitudes, actuaciones, acciones, saberes y sen-
tires.

Al hablar del fenómeno religioso como
una experiencia vivencial, y al encontrar en es-
ta experiencia un camino hacia el diálogo y la
construcción de la interculturalidad, nos refe-
rimos de hecho a la necesidad de reflexionar
sobre la construcción de un nuevo Ethos, que
surja como se ha dicho del reconocimiento de
las diversidades, pero también de la interpela-
ción que ese reconocimiento desprende. Ha-
blar de ecumenismo e inculturacion, requiere
entonces asumir la necesidad de elaborar pro-
puestas a través de las cuales, se posibilite el
dialogo, fortalecido este en el respeto, la convi-
vencia en armonía y la lucha por incorporar
en nuestra cotidianidad, aquellos sueños que
todos anhelamos encontrar en el futuro y cu-
yo comienzo lo tenemos en el presente.
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El texto es apenas una introducción pa-
ra reflexionar alrededor de la agresiva expan-
sión de la economía de mercado en todo el or-
be, con su racionalidad y cosmovisión, la cual
está contribuyendo a la consolidación de un
tipo de cultura basada en la competencia y la
exaltación de los intereses propios e individua-
les por encima de aquellos considerados de
bienestar común. Un ejemplo de este proceso,
se lo puede encontrar a lo largo y ancho de la
Cuenca Amazónica, escenario, una vez más, de
la acción del capital y de los Estados inmersos
en su propia redefinición y de una dinámica
de los conflictos generados a partir del control,
uso o acceso a los recursos naturales o espacios
de vida que involucran a pueblos y comunida-
des indígenas. La ponencia toma como refe-
rencia tres casos (de los Candoshi en Perú, de
los Quichua de Pastaza en Ecuador y los Yura-
carés en Bolivia) que permiten entender la
complejidad de los escenarios, la interrelación
intra e inter regional entre actores, sus posicio-
nes y estrategias de salida a los conflictos, así
como, los impactos que han generado los pro-
cesos de expansión de las fronteras nacionales
(económicas y de seguridad) sobre los concep-
tos y percepciones de territorio, naturaleza e
identidad en dichos pueblos indígenas. Las ex-
periencias tienen como denominador común

el hecho de que el conflicto en la Amazonia es
asumido como posibilidad y oportunidad pa-
ra imaginar futuros posibles y alternativos.

Una introducción a experiencias 
en el Bosque Amazónico

Apunte Inicial

Una breve revisión de la literatura espe-
cializada y del diálogo con comunidades rura-
les amazónicas (particularmente campesinas-
/colonas y ciertos segmentos de pueblos indí-
genas), revelan una pobreza alarmante en la
conceptualización de los conflictos, más aún,
de aquellos que se relacionan con el manejo de
recursos de la naturaleza. Tomaremos en
cuenta para la discusión, los elementos que en
las Ciencias Sociales se han desarrollado, al
respecto.

La definición del concepto “conflicto” si-
gue siendo evasiva a pesar de los esfuerzos de
las investigaciones sociales por clarificarlo. Si
hacemos un poco de historia, no debemos ol-
vidar que las tesis de resolución de conflictos
dentro de las Ciencias Políticas, fue una de las
preocupaciones centrales de las teorías de rela-
ciones internacionales en el tránsito del para-
digma idealista al realista en los años 50 y a

INTERCULTURALIDAD Y TRATAMIENTO
DE CONFLICTOS SOCIOAMBIENTALES 

EN LA ERA NEOLIBERAL1

Una introducción a experiencias en el Bosque Amazónico 
(Versión preliminar para discusión)

Pablo Ortiz T.



principios de los 60. Incluso a finales de esa
década estuvo sometida a cuestionamiento y
oposición. El realismo, por ejemplo, criticó de
estas teorías idealistas aquellos supuestos en
torno a la existencia de una simetría entre las
partes, pasando por alto las asimetrías básicas
del sistema mundial, al igual que al interior, de
las unidades nacionales y las entidades socia-
les. Los trabajos de Coser (1970) y Boulding
(1973) en este sentido son ilustrativos. La in-
fluencia del marxismo y del estructuralismo
durante los años 60 y 70 posibilitó poner en
evidencia las estructuras asimétricas del orden
internacional, a pesar de que los Estados se-
guían siendo considerados los actores cen-
trales.

La preocupación común por el fenóme-
no del conflicto necesita del trabajo teórico so-
bre conceptos básicos de análisis, de modo tal,
que diferentes perspectivas y diferentes obser-
vaciones puedan ser puestas en forma conjun-
ta (Howard, 1995; Kriesberg, 1998). Hay mu-
cho trabajo por hacer, pero numerosos avan-
ces se han elaborado en lo concerniente a la re-
lación entre la escasez de recursos, su deterio-
ro y el desarrollo de los conflictos. Las sistema-
tización de reflexiones teóricas, en torno al te-
ma, nos lleva a pensar que aún hay un largo
camino por recorrer para ir más a fondo en la
teoría general del conflicto y de la resolución
del mismo.

El conflicto en nuestro caso, lo entende-
mos como una situación social, como un pro-
ceso en el cual un mínimo de dos partes pug-
nan, al mismo tiempo, por obtener el mismo
conjunto de recursos escasos (Ortiz-T., 1998,
1996). Esta definición significa que los conflic-
tos en torno a los recursos naturales son fenó-
menos sociales que involucran condiciones
mínimas, tales como: la escasez, el deterioro o
la privación. La actual coyuntura histórica del

orden mundial, de expansión del mercado y la
respectiva incorporación de territorios, está
llevando a una agudización de las presiones en
torno a los recursos naturales, incidiendo en
su escasez, deterioro y privación (Ortiz-T.,
1997).

En ese sentido, hay tres requisitos bási-
cos para que esta escasez, deterioro o priva-
ción de recursos naturales, particularmente
forestales, conduzca un conflicto manifiesto,
de tal manera que represente un serio desafío
para la vida y la propiedad o el control sobre
bienes y recursos: la presencia de actores, la
existencia de ciertas salidas o alternativas de
solución variables y la acción o conducta de
los actores.

Veamos a continuación, de manera muy
resumida, tres casos que nos pueden ayudar a
ilustrar la reflexión aquí planteada.

Caso Candoshi en la Amazonia Peruana

El lago más importante de la selva pe-
ruana, llamado en lengua candoa Musa Karus-
ha, más conocido como Lago Rimachi, ha sido
el punto de referencia central del conflicto que
involucra, desde 1991, a la Federación de Co-
munidades Nativas Candoshis del Distrito de
Pastaza (FECONADIP), al Ministerio de Pes-
quería del Gobierno Peruano y, últimamente,
a la empresa petrolera Oxy.

Rodeado de bosque húmedo tropical, al
Lago Musa Karusha, fluyen los ríos Chapuri y
Rimache, que a su vez alimentan al río Pastaza
antes de su desembocadura al Marañón. La
zona que circunda al lago es un extenso bos-
que húmedo, territorio del pueblo Candoshi
que ocupa un área de 10.000 Kms cuadrados
entre los ríos Morona y Pastaza, refrescada por
palmeras, aguajes y ojé. La población formada
por 2.000 personas, aproximadamente, se
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asienta en su mayoría a orillas del río Chapu-
ri, otros en el río Chuinda - afluentes de Musa
Karusha - y algunos en el mismo lago.

Sin pretender ahondar en el aspecto et-
no-histórico o etnográfico, simplemente, de-
seo señalar como referencia que los Candoshi
están emparentados cultural y linguísticamen-
te con los shapra y, en menor medida, con el
resto de los grupos jíbaros con los que com-
parten principios de identidad. Los Candoshi
junto con los jíbaros de esta región son los
únicos hablantes de lengua candoa, siendo
descendientes directos de los antiguos
Maynas.

Para los Candoshi el lago es un espacio
sagrado y fuente permanente de vida. Sus can-
tos, ritos, mitos, adornos, pinturas, conoci-
mientos medicinales, nos hablan de un pueblo
profundamente integrado con su espacio. Los
árboles, las cochas, las plantas y los animales
poseen un valor mágico dentro de su cosmo-
visión. Su territorio y la naturaleza, en general,
son entendidos por los Candoshi como espa-
cios de vida, como elementos centrales de su
identidad. La naturaleza, al igual que los otros
casos de los Quichua-Canelos y de los Yuraca-
rés, es concebida como un conjunto habitable,
como un todo entramado interactuante: hom-
bre-espíritu-naturaleza.

Pues bien, este territorio Candoshi, fue
declarado Zona Reservada por Resolución Su-
prema del Gobierno Peruano en 1945, con un
área aproximada de 810.548 Has. De acuerdo a
la legislación peruana, en este tipo de zonas es-
tá limitada la extracción o aprovechamiento
de los recursos hidrobiológicos.

Sin embargo, de esta declaración jurídi-
ca, en el referido cuerpo de aguas, se estaba
dando una deficiente gestión gubernamental
sobre los recursos de fauna y flora silvestres. Y
de hecho, según los Candoshi, las hostilizacio-
nes y litigios permanentes, de parte de los fun-

cionarios públicos, formó parte central de la
relación de las comunidades Candoshi con el
Estado desde la creación de dicha Reserva.

En 1991, cuando deciden intervenir los
Candoshi, señalaban a la prensa lo siguiente:
“la depredación ha afectado al Lago Rimachi,
siendo los principales responsables los em-
pleados del Ministerio de Pesquería, quienes,
por un lado, han dejado operar en el área a
lanchas rederas y, por otro, han reprimido a
los Candoshi del libre aprovechamiento ances-
tral de los recursos hidrobiológicos del Lago”
(Donayre, 1998. p.74).

A ello se añaden el tipo de relación ex-
cluyente que los Candoshi han tenido con el
Estado peruano, que les reconoció legalmente,
apenas en 1975, luego de varias resoluciones
administrativas, que su territorio oficialmente
sea catalogado como propiedad comunal en
una extensión de cerca de 86 mil hectáreas.

Según un testimonio de Alberto Chirif,
en torno a este conflicto: “el Estado al declarar
zona reservada el área del Lago Rimachi no tu-
vo en cuenta la presencia del pueblo Candos-
hi. El presumible interés de explotación racio-
nal de los recursos no tuvo en cuenta los dere-
chos comunales. Los vigilantes del Estado lo
único que han hecho es sacar plata. Con las to-
neladas de sal, todo lleno con las barbacoas.
Cantidades de pejes muertos y todo lleno con
mosca, eso era la vigilancia. Cada día se paga-
ban a los vigilantes por abajo y pescaban con
redes de banda a banda. A ellos no les impor-
taba que las crías del paiche y del pazo, gami-
tanas, sungaros quedaran sin su madre y se los
comían los fasacos. Por eso se fueron los pai-
ches y las gamitanas. El pescado ya no había.
Eso sí a los Candoshi nos quitaban los anzue-
los, las flechas, la sal para nuestras casas. Por
eso no hemos vivido tranquilos, porque Musa
Karusha ya estaba vaciando. Pobres nuestras
señoras y nuestros hijos, ya no se puede”.
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Con esos antecedentes, el 8 de agosto de
1991 las comunidades del pueblo Candoshi
entraron en la base del lago Rimachi y toma-
ron control del mismo, argumentando que
“nosotros nos hemos tomado Musa Karusha
para devolver al lago su antigua capacidad
productiva, es decir, aquella que tuvo antes de
su declaración como zona reservada. Además
queremos que se reconozca al Lago Rimachi
como parte del territorio tradicional del pue-
blo Candoshi, el mismo que lo ha usado racio-
nalmente durante siglos”(Voz Indígena AIDE-
SEP, 1992, p.13).

Una vez que tomaron el control directo
del Lago Musa Karusa, solicitaron la interven-
ción de la Asociación Interétnica de Desarro-
llo de la Selva Peruana (AIDESEP) para apoyar
sus demandas al gobierno. Tanto la FECONA-
DIP como AIDESEP plantearon el cambio de
status del Lago Rimachi, de zona reservada a
reserva comunal de acuerdo a la Ley Forestal y
de Fauna Silvestre.

Las autoridades seccionales y los funcio-
narios del Ministerio de Pesca hicieron caso
omiso de las demandas indígenas. Fue a fines
de 1991, cuando el presidente Fujimori viajó a
esa zona, dada su afición a la pesca deportiva,
que el problema Candoshi adquirió una ma-
yor dimensión. Los esfuerzos de Fujimori por
pescar en el lago Rimachi fueron infructuosos
debido a que no había peces. Esa situación fue
aprovechada por los Candoshi para informar
de la situación. Fujimori en ese entonces les
respondió “que no es posible desalojar al due-
ño de su propia casa”.

Hay que señalar que el Perú en ese en-
tonces vivía un fuerte proceso de regionaliza-
ción y ciertas facultades incluso legislativas la
asumían los gobiernos regionales. Esta coyun-
tura permitió que la Gobernación de Loreto
facultara el control directo de los cuerpos de
aguas a las organizaciones indígenas, lo cual

fue rechazado por el Ministerio de Pesquería,
quienes argumentaban la nulidad de dicha re-
solución, en vista de que las leyes expedidas
por las instancias nacionales señalaban que “la
creación de la zona reservada en el concepto
de dominio público da al Estado la facultad
para el control sobre los cuerpos de agua”.

La negociación, luego de la toma del La-
go Rimachi y del encuentro casual de los Can-
doshi con Fujimori, siguió un procedimiento
formal que involucró al Gobierno Regional de
Loreto y a la Oficina Pesquera del Ministerio
en esa Región.

En mayo de 1993, se realiza un informe
oficial sobre el problema de la Zona Reservada
del río Pastaza en el que se señala lo siguiente:
“La Dirección Regional de Pesquería reconoce
la presencia y los derechos de las comunidades
nativas “Candoshis” y Jíbaros asentadas dentro
de la Zona Reservada del Río Pastaza. Dicha
presencia permitirá asegurar la preservación
de sus prácticas, usos y costumbres tradiciona-
les adquiridas. Creemos en la necesidad de
concertar con la FECONADIP, a fin de lograr
una solución pacífica a la actual situación de
posesión, sobre la base de definir las siguientes
alternativas:

a) Tomar un acuerdo para que la administra-
ción y vigilancia de la Zona Reservada del
Río Pastaza (ZRRP) sea compartida con
participación activa de las comunidades
nativas Candoshi;

b) Organizar las unidades de pesca comuni-
taria a cargo de los nativos;

c) Ejecutar un estudio ecológico y socioeco-
nómico rápido de la ZRRP para elaborar
su plan de manejo y de desarrollo;

d) Crear una oficina pesquera en San Loren-
zo a fin de que brinde asistencia técnica a
las comunidades nativas de la zona reser-
vada.
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Sin embargo, el problema de los Can-
doshi no concluyó ahí. A inicios de 1995 el go-
bierno firma un contrato con la empresa Occi-
dental Petroleum Corporation, Occidental del
Amazonas, oficina en Perú, para que desarro-
llen actividades exploratorias en el denomina-
do Lote 4, de cerca de 400 mil hectáreas. Las
zonas más afectadas por dichas actividades de
sísmica han sido las del río Chapuri. Frente a
estos hechos, los Candoshi manifiestan su des-
concierto: “lamentablemente el desarrollo
económico nos trae una nueva amenaza, al au-
torizar a la empresa petrolera Oxy a perforar
nuestras tierras en busca de petróleo. Es como
si no existiéramos. Aquí hemos visto pasar por
nuestras comunidades las brigadas y los heli-
cópteros en acción para sus operaciones, tala
de árboles para las trochas, rozo y construc-
ción de helipuertos y detonación de explosivos
que afectan la caza y la pesca. Hacemos este
llamado para que sepan que los indígenas can-
doshi no queremos que suceda lo peor para
nuestros hijos.

Caso Yuracarés en el río Chapare 
(Bolivia)

Los conflictos existentes en el río Cha-
pare en Bolivia son diversos y están relaciona-
dos con diferentes situaciones y recursos. Me
referiré a uno de ellos, el que involucra al pue-
blo indígena Yuracaré.

El territorio Yuracaré del río Chapare es-
tá ubicado entre las provincias de Carrasco y
Chapare del Departamento de Cochabamba y
comprende una extensión de 254.080 has., la
cual está demarcada por el río Ichilo, el arroyo
Santa Rosa y el arroyo Useuta. Este territorio
está configurado por tres zonas de vida que
atraviesan el río Chapare: el bosque húmedo
subtropical, bosque húmedo tropical y bosque
muy húmedo subtropical.

El censo indígena de 1989 habla de una
población de 847 personas divididas en 15
asentamientos, ubicados a lo largo del río Cha-
pare. Sin embargo, esta población ha aumen-
tado considerablemente. Según datos del CE-
RES y del FTPP de 1996, sumando solo la mi-
tad de las poblaciones de esta región, tenemos
cerca de 900 personas (Orellana, 1997).

En el caso de los Yuaracarés el bosque es
importante en su dinámica vital, porque gene-
ra procesos alimentarios, es escenario de la
agricultura y de la explotación forestal -que
supone la generación de importantes recur-
sos- y es la dimensión en la cual se produce y
reproduce el sistema normativo local.

En el bosque, los yuaracarés desarrollan
diferentes actividades económicas como agri-
cultura, explotación de madera, caza y pesca.
La explotación de madera es fundamental en
la medida que les permite articularse al merca-
do y generar recursos que les facilitan el acce-
so a bienes y servicios y les permite ciertos ni-
veles de acumulación.

Para la realización de la caza, los yuraca-
rés no se internan mucho en el bosque, bus-
cando más bien a sus presas en los espacios
cercanos a chacos y barbechos.

En cuanto a organización se aglutinan
en asentamientos a partir de familias empa-
rentadas, y estos asentamientos a su vez for-
man corregimientos, los mismos que confor-
man el territorio. Los corregimientos tienen a
su vez jurisdicciones de gestión que rigen el
manejo de diversos recursos alrededor de los
cuales se norma, reglamenta y sanciona.

Si observamos los conflictos en el terri-
torio yuracaré, vemos que la mayor parte de
éstos tienen como denominador común el te-
ma territorial. Es importante señalar que hay
diferencias importantes entre el extremo sur y
el extremo norte del río Chapare, que tienen a
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los conflictos como indicadores. Los diferentes
tipos de conflictos existentes en ambos extre-
mos, corresponden a los perfiles económicos,
políticos y étnicos. Es decir, podemos hablar
de conflictos en el extremo sur, en el extremo
norte y conflictos entre ambos extremos (Ore-
llana, 1997).

En el extremo sur, por ejemplo, el espa-
cio está intervenido por otros grupos no indí-
genas yuaracarés, más integrados a la explota-
ción agrícola, ganadera y maderera articulada
al mercado. Estos grupos de no yuracarés han
desarrollado destrezas propias de la cultura de
la acumulación rápida de recursos y la compe-
tencia. Invierten capital con la esperanza de
obtener ganancias y volver a sus lugares de ori-
gen. Por eso los conflictos en estos casos están
asociados al acceso, tenencia y legalidad de la
tierra, de los bosques, así como al manejo del
poder local y a los límites de las demandas te-
rritoriales (Lehm, 1993).

Por otro lado, en el extremo norte existe
un alto relacionamiento intra-étnico, debido a
la fortaleza de las instituciones étnicas y a la
capacidad de desarrollar y expresar una oposi-
ción espacial a extraños al grupo étnico. Sin
embargo, la asimilación de los yuracarés hacia
la lógica de los grupos que habitan al sur es
acelerada. Su capacidad de oposición étnico-
espacial es muy reducida.

Para entender un poco más de cerca es-
tas dinámicas tomemos el caso de la comuni-
dad de Ibare. Allí existen tres situaciones con-
flictivas: una en torno a la tenencia de la tierra;
otra por el control y acceso al bosque, especial-
mente a la madera; y una tercera que tiene que
ver con la hegemonía y protagonismo del
asentamiento de Misiones.

El caso del primer conflicto en Ibare, tie-
ne connotaciones interétnicas en la medida en
que se contraponen yuracarés y colonos. Es
importante recordar que Ibare es un espacio

colonizado al igual que el poblado Todos San-
tos, ubicado cerca de ese lugar. Esta coloniza-
ción fundamentalmente es de “collas” y de ya-
racarés que migraron a esta zona en la década
pasada. Aunque la situación legal de estas colo-
nias es muy ambigua, existe una sensación de
propiedad por parte de antiguos colonos. Esta
sensación se expresa en una actitud proteccio-
nista por parte de algunos colonos que todavía
permanecen en el área y que se explicitó en el
momento en que se concreta la demanda terri-
torial por parte del pueblo yuracaré.

En Enero de 1996, varias personas de di-
ferentes asentamientos (Misiones, Santa Ele-
na, etc.) trazaron una brecha de tres metros de
ancho con pintura roja, marcando la línea te-
rritorial con ayuda de brújulas. Previamente,
se habían desarrollado reuniones con los colo-
nos a través del representante del Sindicato de
Puerto Cochabamba, acordándose la ratifica-
ción de este límite y el respeto a él (Orellana,
1996).

El conflicto surgió justamente al mo-
mento de pintarse la brecha en la banda oeste,
pues los representantes del asentamiento del
Ibare hicieron conocer su desacuerdo y sugi-
rieron la interrupción del trazado del límite.
Desde entonces se desarrollaron varias reunio-
nes entre los representantes de los asentamien-
tos para analizar el conflicto.

El Consejo Yuaracaré se hizo presente en
Ibare, a través del Cacique, y convocó a una
reunión en la cual estuvieron presentes varias
familias yuaracarés. En esta reunión el cacique
explicó las razones por las cuales se había de-
sarrollando la demanda y resaltó la importan-
cia del trazado de límites.

Sin embargo de esto, en reuniones pos-
teriores el asentamiento de Ibaré se dividió en
dos grupos: unos a favor y otros en contra de
la demanda. Los argumentos contrarios a la
demanda eran diversos y el principal decía que
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la definición de un territorio indígena impli-
caba la creación de una suerte de área protegi-
da en la que se irían a establecer una serie de
restricciones (para colonos y yuracarés) res-
pecto del acceso a los recursos y que, por otra
parte, el gobierno establecería empresas y pro-
movería el asentamiento de ganaderos en el
área (Orellana, 1997).

Los que apoyaban la demanda, en cam-
bio, argumentaban que la definición de un te-
rritorio indígena es una forma de proteger las
tierras exentas de un sustento legal lo suficien-
temente consistentes como para hacerlas in-
munes a usurpaciones (temor muy sentido a
propósito del rumor sobre el establecimiento
de estancias en el área, con apoyo guberna-
mental) y que se verían favorecidas por la
Nueva Ley Agraria planteada últimamente.

Luego de varios forcejeos y cruce de pro-
puestas de demarcación, el conflicto permitió
explicitar diferencias y proximidades inter e
intraétnicas, puesto que provocó la ruptura de
la institucionalidad imperante, afirmando las
raíces de los comuneros de Ibare, debido a que
se defenestró a la dirigencia “colla” que había
dominado los últimos años. La sombra del
sindicato había eclipsado el papel de las insti-
tuciones étnicas. Es importante reiterar, en-
tonces, la contraposición de percepciones es-
paciales -base de las incompatibilidades- entre
Tierra y Territorio.

Caso Quichua Canelos en Pastaza 
(Ecuador)

En el nuevo contexto global en el que se
inserta la actual extracción de hidrocarburos
de la RAE, al existir una mayor conciencia glo-
bal dentro de la comunidad mundial y un au-
mento de la sofisticación política dentro de las
comunidades indígenas, el conflicto socioam-

biental ha adquirido una nueva dimensión,
como sucede en los territorios Quichuas y Shi-
wiar de la provincia de Pastaza y concretamen-
te en el llamado Bloque 10,1 donde opera la
compañía Arco Oriente Inc (AOI), subsidiaria
de Atlantic Richfield Company (Arco) de Te-
xas, Estados Unidos.

Como todos sabemos, las actividades de
exploración de petróleo y gas en esta región,
fueron conducidas primero en 1923 por la
Leonard Exploration Company. Los estudios
de la Leonard se referían a la presencia de los
pueblos indígenas. En 1937 la Royal Dutch
Shell había recibido una concesión de 100.000
km2 que fue abandonada más tarde. Durante el
período de 1945 a 1949, Royal Dutch Shell tra-
bajó en Arajuno, Villano, Curaray y Montalvo.
En 1950, esta compañía terminó el pozo Villa-
no 1 cerca de la pista aérea y el río Villano.

La presencia de estas actividades de ex-
ploración petrolera especialmente entre 1945
y 1950, generaron un proceso colonizador, cu-
yo eje dinamizador fue la presencia de la com-
pañía Roya Dutch Shell, cuyas inversiones en
infraestructura (tanto carreteras como aero-
puertos y campamentos) posibilitaron la pe-
netración de lo que después constituyeron los
primeros asentamientos colonizadores en la
zona. El aparente fracaso2 de las actividades de
exploración de la Royal Dutch Shell y, en gene-
ral, la poca intensidad de las operaciones, hizo
que el proceso de colonización en dicha región
no alcance dimensiones apreciables. A pesar
de ello, se produjo el poblamiento de Baños-
Puyo y las zonas aledañas al campamento de
operaciones de la compañía en Arajuno.

Fue en ese contexto que se produjeron
enfrentamientos con el pueblo Huaorani, en
cuyo territorio se desarrollaron las actividades
de exploración petrolera (Cabodevilla, 1994,
pgs.283 y ss.). Esta fue probablemente la pri-
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mera ocasión en que el Estado ecuatoriano se
planteó la necesidad de liquidar o desplazar a
un pueblo indígena en la Amazonia.

Habiéndose descartado finalmente la in-
tervención armada del Estado, quedó plantea-
da la posibilidad de ejercer control sobre los
pueblos indígenas a través de las misiones reli-
giosas (Trujillo, 1981, 1998; Labaca, 1988; Or-
tiz de V., 1991; Cabodevilla, 1995, 1998).

Pocos años más tarde a fines de los 60,
cuando se iniciaban las actividades de explora-
ción y explotación de petróleo por parte de la
compañía Texaco, se mostrará el impacto de
las actividades de estas misiones religiosas en
el proceso de pacificación y re-localización de
los pueblos indígenas amazónicos.

Lo ocurrido en este período, constituye
así la implantación de un modelo de interven-
ción en la Amazonia ecuatoriana: la búsqueda
de materias primas articula un aparataje pro-
ductivo que vincula a un sector apreciable de
trabajadores migrantes y de población flotan-
te, los que desarrollan formas de ocupación de
tierras de acuerdo con las disponibilidades de
obras de infraestructura que posibilitan su
ocupación. No será sino hasta fines de los 60,
que se intensificarán las actividades de explo-
ración petrolera, especialmente, en la región
Nor-Oriental.

Los eventuales enfrentamientos con la
población indígena se producen en la medida
en que la extracción de los recursos supone el
montaje de un sistema de incursiones hacia los
territorios donde se encuentran los yacimien-
tos más importantes. En cierto sentido, enton-
ces, no existe una ocupación espacial que exija
como requisito el desplazamiento físico de los
pueblos allí asentados.

Los cambios observables en los sistemas
tradicionales de distribución poblacional son
provocados por la estructuración de formas de
utilización de la fuerza de trabajo indígena pa-

ra las tareas exploratorias, o bien por razones
de “seguridad”, que han sido aducidas por par-
te de las empresas petroleras, como en el caso
de la defensa ante los reiterados ataques prota-
gonizados por los guerreros Huaorani desde
los 60 hasta fines de los años 80 (Labaca, 1988;
Cabodevilla, 1995; Reeve, 1988, p.53 y ss.).

En el área de concesión del Bloque 10 se
encuentran ubicadas históricamente decenas
de comunidades que pertenecen a dos pueblos
distintos: Quichua y Huaorani. De hecho, gran
parte del área comprometida para la explora-
ción petrolera constituye la frontera estableci-
da entre estos dos pueblos.

En efecto, desde el año de 1969 fue deli-
mitado el territorio del “Protectorado” Huao-
rani que no fue legalizado sino en el año 1983
por el Instituto Ecuatoriano de Reforma Agra-
ria y Colonización, IERAC. De acuerdo a los lí-
mites del Protectorado, éste se extiende hacia
el sur hasta el río Manduru Yacu, que a su vez,
constituye el límite de las comunidades del
pueblo Quichua, ubicadas en el río Villano
(Cabodevilla, 1995, p.411 y ss.)

Desde otro punto de vista, es posible es-
tablecer tres áreas de asentamiento de los Qui-
chuas, de acuerdo con los sistemas fluviales
que se encuentran comprometidos por la con-
cesión petrolera: en primer lugar, los asenta-
mientos de las cabeceras del río Curaray y que
corresponden tanto a las comunidades Huao-
rani como Quichua; en segundo lugar, los de
las cabeceras del río Conambo que son comu-
nidades Quichuas; y en tercer lugar, los asenta-
mientos del pueblo Quichua del sistema del
río Bobonaza y sus tributarios, Jatun Rutunu
Yacu y el río Jandia Yacu (Reeve, 1988, p.11 y
12). Tanto las comunidades de los pueblos
Quichua como del Huaorani presentan en los
últimos años, un régimen de asentamientos
locales debido, en gran parte, a la influencia de
las misiones religiosas (Rival, 1992, p.61).
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La exploración sísmica en el proyecto
del Bloque 10 se llevó a cabo entre el 10 de no-
viembre de 1988 hasta julio de 1989. Según
Arco (1992), el programa de adquisición de
datos sísmicos estuvo acompañado de accio-
nes para asegurar que todos los habitantes de
la localidad fueran informados sobre la natu-
raleza de las operaciones sísmicas. Estas accio-
nes eran básicamente asistencialistas, como
dotación de víveres, ropa, y construcción de
aulas escolares, que involucraban a los líderes
de las comunidades locales. El trabajo de dicha
compañía fue suspendido en las líneas 33 y 35,
así como segmentos de la 16 y 18 que atravesa-
ban el territorio de la comunidad de Sarayacu
(McCreary, Kondolf, et.al, 1992, p.15; Wassers-
trom, 1998).

En las tierras de esta comunidad qui-
chua compuesta por 5 centros (650 familias en
total) se produjo una primera paralización en
el período comprendido del 3 al 12 de mayo de
1989 y luego una segunda en junio, concluyen-
do en julio de ese mismo año. De acuerdo con
la información de la Arco, en la exploración
sísmica se abrieron 1.207, 7 km. de trocha de 3
metros de ancho, repartidos en 36 líneas sís-
micas. De éstas, 12 líneas atraviesan el bloque
en sentido NE-SW, 16 perpendiculares a las
anteriores en un sentido NW-SE, 6 se concen-
tran en la zona de Villano, atravesados por una
perpendicular. Finalmente, una línea ubicada
en el extremo superior derecho del bloque sa-
le de éste, en sentido E-W, desde las proximi-
dades de la comunidad Huaorani de Quihua-
ro en dirección al río Curaray. Los helipuertos
se ubicaron por lo general a cada kilómetro a
lo largo de las líneas. Y se abrieron cerca de
1.500 helipuertos hasta inicios de 1990 (Ortiz,
1992, 1998). Las acciones de sísmica al interior
del territorio Quichua, especialmente en las
comunidades de la Asociación de Sarayacu,
provocaron la reacción de éstos. Los indígenas

incluso intervinieron en abril de 1989, parali-
zando las actividades sísimicas que Arco reali-
zaba en la cuenca del río Rutunu3.

Entre el 28 de abril y el 10 de mayo de
1989, en un incidente separado, según el infor-
me de Harvard, el jefe de operaciones de Arco
en el bloque 10, llegó en un helicóptero a la co-
munidad de Sarayacu con 2 millones de sucres
en efectivo (U$1.000, oo) para comprar el
consentimiento de la comunidad. Pero la co-
munidad rechazó la oferta del funcionario.4

Según la versión oficial del gobierno, los
líderes indígenas determinaron que no se les
permitiría salir de Sarayacu a los representan-
tes del gobierno y de ARCO a menos que fir-
maran ciertos acuerdos indicando que se sus-
penderían las actividades sísmicas en los terri-
torios de las comunidades de la Asociación de
Sarayacu y en la cuenca del Bobonaza hasta
que las tierras reclamadas sean adjudicadas
por el gobierno5

Según Andrés Malaver, dirigente de la
OPIP, “las autoridades han tergiversaron total-
mente los hechos. Que fueron secuestrados es
una gran mentira. Si incluso esos días pasaron
bailando y conversando de los temas del docu-
mento que se firmó”. El documento firmado y
llamado “Acuerdos de Sarayacu”, de 9 páginas,
contiene un total de 50 puntos divididos en 8
capítulos6.

Según Leonardo Viteri, dirigente de la
OPIP, “para obtener el permiso de los pobla-
dores para las actividades de la ARCO, el IE-
RAC adjudicó a las familias de otras comuni-
dades (Jatun Molino y Moretecocha) 26 mil
hectáreas de tierras, provocando un enfrenta-
miento entre ellas. A esto se añadió la labor de
las misiones evangélicas en esas comunidades,
que abrió el camino a la presencia de la com-
pañía” (entrevista personal, 11/93).

Economía / 213



Uno de los compromisos adquiridos por
el Gobierno, numeral 7 de los indicados, seña-
la la “indemnización por los daños ecológicos
y socio-culturales causados por las actividades
petroleras al interior de los territorios indíge-
nas”. Para determinar la magnitud de los da-
ños ambientales, se nombró una Comisión
Evaluadora conformada por expertos de CE-
PE, la Dirección Nacional de Hidrocarburos,
OPIP, la Asociación de Sarayacu y la Confeniae
para que realice un análisis del impacto am-
biental de las actividades de Arco y sus sub-
contratistas.

Estos hechos sucedían mientras en Ma-
naos, Brasil, se celebraba una reunión de los
presidentes de los países miembros del Trata-
do de Cooperación Amazónica, a la cual asis-
tió el presidente Rodrigo Borja, que tuvo como
objetivo básico, “fortalecer la posición conjun-
ta de estos países para administrar libremente
los recursos y programas de conservación am-
biental sin imposiciones externas” (Cordovez,
1992, p.166).

Más tarde en el conflicto, la Comisión
Evaluadora presentó a un borrador del infor-
me sobre los impactos ambientales denomina-
do “Análisis sobre el impacto de exploración
sísmica en el bloque 10 ejecutado por la Cía.
Arco Internacional Oil and Gas Company, con
la subcontratista francesa CGG” (1989). Este
estudio interdisciplinario, que fue pionero en
CEPE y el país, se interrumpió con la ruptura
del diálogo Conaie-Gobierno en agosto de
1990. El documento se archivó y se detuvo el
proceso de evaluación ambiental. Las princi-
pales conclusiones del estudio destacaban un
profundo deterioro por pérdida de vegetación,
deforestación; presencia de desechos tóxicos
descargados directamente sobre suelos y
aguas; contaminación de aguas por manejo
inadecuado de desechos en los campamentos;
altos niveles de ruido causados por perfora-

ción, plantas eléctricas, explosiones, entre
otros impactos ambientales.

También recogía testimonios de miem-
bros de las comunidades indígenas quichuas
sobre la escasez en caza y pesca causada por la
actividad exploratoria; introducción de enfer-
medades estomacales y de la piel; malas condi-
ciones de trabajo para los obreros de la com-
pañía, entre otros impactos directos.

A partir del conflicto que se desató por
la demanda de delimitación de los territorios
quichuas de Pastaza y que involucró, en esta
fase al gobierno central, a las Fuerzas Armadas,
a algunos gremios empresariales y a los me-
dios de prensa. Las organizaciones indígenas al
ver cerradas las posibilidades de maniobra en
el escenario político nacional, comienzan a
transitar y movilizarse en otro escenario, des-
conocido e incierto para muchos grupos na-
cionales, pero fundamental en la estrategia
asumida frente a un actor transnacional.

En California, Estados Unidos, por
ejemplo, Pam Wellner, coordinador del Rain-
forest Action Network (RAN), de la campaña
de defensa de los bosques húmedo-tropicales,
encabezó una marcha de activistas ambienta-
les en esa ciudad, en la que exigían a Lodwrick
Cook, presidente del directorio de la Atlantic
Richfield Company (Arco) International Oil
and Gas Company (AIOGC), abstenerse de
proseguir sus actividades exploratorias, inicia-
das en el territorio Quichua de la Región de
Pastaza en la Amazonia Ecuatoriana. Adicio-
nalmente, RAN publicó los resultados del es-
tudio de la comisión evaluadora y las denun-
cias presentadas por la OPIP.7

A estos hechos se sumaron las acciones
que organizaciones indígenas de segundo y
tercer grado desarrollaron en junio del 90, en
lo que se denominó el “levantamiento indíge-
na”, en el cual el movimiento indígena presen-
tó un “Mandato por la Defensa de la Vida y los
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Derechos de las Nacionalidades Indígenas”,
que consta de 16 puntos8.

Antes de la ruptura del diálogo en agos-
to del 90, que se inició al final de la moviliza-
ción indígena en junio, el 5 de mayo, la Canci-
llería ecuatoriana asumió la sede de la Secreta-
ría pro-témpore del Tratado de Cooperación
Amazónica (TCA). El involucramiento del
Ecuador en el TCA y, fundamentalmente en el
apoyo a la Secretaría pro-témpore implicó va-
rios aspectos, particularmente ligados a la sus-
cripción de acuerdos y programas orientados
a la zonificación ecológica y económica de la
región; a la evaluación de los recursos natura-
les; al aprovechamiento sustentable de la bio-
diversidad; al manejo de los recursos hidro-
biológicos y forestales; a la planificación y ma-
nejo de las áreas protegidas y uso de los suelos;
al desarrollo de cultivos de las áreas protegidas
y uso de los suelos; al fortalecimiento de las
instituciones; entre otros aspectos.

Pero fueron las posiciones irreconcilia-
bles del gobierno central, de las Fuerzas Arma-
das y de las organizaciones indígenas, las que
se pusieron en evidencia en agosto de 1990, a
raíz de que la OPIP presentó al Gobierno del
Presidente Borja, un “Acuerdo sobre el Dere-
cho Territorial de los Pueblos Quichua, Shi-
wiar y Achuar de la Provincia de Pastaza a Sus-
cribirse con el Estado Ecuatoriano”.9 Ante se-
mejante planteamiento, el Gobierno reaccionó
de manera inmediata: en 40 minutos de inter-
vención, el presidente Borja dijo básicamente:
“objeto con entera claridad y franqueza el títu-
lo del documento, porque en el Estado ecuato-
riano no cabe un tratado o un acuerdo entre
una organización social, que forma parte del
pueblo y el Estado ecuatoriano. Ustedes no
son un Estado dentro de otro Estado, porque
ustedes están sometidos, como todos los de-
más ecuatorianos, sin privilegio alguno, a las

mismas leyes, a la misma Constitución y a las
mismas autoridades estatales” (Ortiz-T, 1997).

Estas posiciones gubernamentales, defi-
nitivamente, llevaron a las comunidades loca-
les, representadas a través de la OPIP a operar
en un escenario global, a través de la Campaña
Tunguy donde se involucraron otros actores, a
través de alianzas explícitas o no, tales como
las redes ambientalistas y de organismos no
gubernamentales.

En la sede del Parlamento Europeo, en
Estrasburgo, movimientos verdes y gobiernos
de varios países con los cuales la OPIP mante-
nía convenios de cooperación técnica, promo-
vieron una resolución que finalmente sería to-
mada el 14 de diciembre, en la sesión plenaria
del Parlamento Europeo, donde intervino Luis
Vargas, entonces presidente de la Confedera-
ción de Nacionalidades Indígenas de la Ama-
zonia del Ecuador (Confeniae), para declarar a
los parlamentarios europeos,”la constante lu-
cha que llevamos los pueblos indígenas de la
Amazonia en defensa de nuestros territorios,
nuestros recursos naturales y nuestra cultura,
ha desatado una campaña del gobierno del
Ecuador contra las organizaciones. Se han mi-
litarizado nuestras propias tierras, nos acusan
de terroristas y nos amenazan. Esas son las res-
puestas que el Estado ecuatoriano da a nues-
tras demandas. Y por eso hemos venido aquí,
a la casa de Ustedes, los dueños de las compa-
ñías petroleras”. Luego de rechazar la presencia
de las compañías British Gas y Arco, británica
y norteamericana, respectivamente, los indíge-
nas solicitaron a Gran Bretaña, Francia y Di-
namarca paralizar la implicación de sus go-
biernos en la extracción de recursos de sus te-
rritorios. La Comunidad Económica Europea
debe exigir y formular, basándose en una Co-
misión de investigación, compuesta por líde-
res indígenas y científicos, exigencias ambien-
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tales precisas y severas a las compañías petro-
leras europeas y otras compañías explotadoras
de los recursos que operan en la Amazonia. Es-
tas exigencias ambientales podrían hacerse a
los gobiernos de Ecuador y Sudamérica como
condición para la remisión parcial de la deuda
externa que ya ha sido discutida en todo el
mundo. Las comunidades locales indígenas de
la Amazonia, podríamos tener el estatuto de
centros de las Naciones Unidas, con el derecho
de denunciar violaciones ambientales ante la
Corte Internacional de Justicia de la ONU”.

Estas iniciativas de la OPIP, la CONFE-
NIAE y de la Coordinadora de Organizaciones
Indígenas de la Cuenca Amazónica (Coica), re-
velan la alianza producida y la presencia desta-
cada de otros actores como la redes de ambien-
talistas europeos, tales como The Danish Asso-
ciation for International Sustaintable Develop-
ment (DAISD), Friends of the Earth (FOE),
Labour Movement International Forum Den-
mark (LMIFD), Survival International [for Tri-
bal Peoples], así como de varias agencias de go-
bierno que influyeron en la decisión del Parla-
mento.10

En esta misma dirección, con un escena-
rio global ya establecido, el conflicto llega a la
Sede de la Comisión de Derechos Humanos de
las Naciones Unidas en Nueva York, seis meses
más tarde, el 17 de julio de 1991, en su 43º pe-
ríodo de sesiones, cuando estaba reunida la
Subcomisión de Prevención de Discriminacio-
nes y Protección a las Minorías, tratando el te-
ma 15 de su programa provisional. Ya desde
1989, el Grupo de Trabajo sobre Poblaciones
Indígenas recomendó que el Centro de las Na-
ciones Unidas sobre las Empresas Transnacio-
nales (CNUETN) ayudase al Grupo de Traba-
jo “a preparar una base de datos sobre las in-
versiones y operaciones transnacionales en
tierras y territorios de los pueblos indígenas y,

en particular, las tierras que en la actualidad
son objeto de controversia”.11

Y tras celebrar consultas técnicas con el
Centro de Derechos Humanos de las Naciones
Unidas (CNUETN) propuso una metodología
para establecer una base de datos y para los fu-
turos informes anuales al Grupo de Trabajo,
incluido un proyecto de cuestionario, donde
se destacan los conflictos presentados entre
empresas transnacionales y comunidades lo-
cales de la Amazonia del Ecuador.

Estos comisionados se mostraron preo-
cupados por el hecho de que estas actividades
de extracción de recursos, y específicamente la
explotación petrolera lleva siempre consigo el
riesgo de accidentes catastróficos. Los ha habi-
do en el Ecuador como en Alaska que han
afectado gravemente la economía de subsis-
tencia y los ingresos de los pueblos indígenas,
sin que éstos hayan recibido indemnización
alguna como ocurrió con las operaciones y ad-
ministración de la compañía Texaco, en el no-
roriente amazónico ecuatorianao, donde se
produjeron no menos de 30 derrames de im-
portancia hasta alcanzar un nivel de 16.8 mi-
llones de galones de petróleo en alrededor de
20 años.

El debate acerca de las actividades explo-
ratorias de ARCO Oriente, había llegado a un
punto polarizado y conflictivo en los círculos
petroleros y ambientalistas de Estados Unidos,
al punto que ARCO pidió a Rainforest Action
Network (RAN) una reunión para discutir sus
acusaciones de haber destruido las tierras y
bosques de los indígenas quichuas de Pastaza,
que fueron publicadas por RAN.

Para esa reunión, Arco preparó una car-
ta en base a sus propios estudios ambientales
(Wasserstrom, 1998), que señala en la parte
pertinente: “como parte de nuestro procedi-
miento operativo normal hemos conducido
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numerosos estudios incluyendo estudios del
suelo, clima, botánica, pesca, arqueología, cali-
dad del agua y revegetación. Estos estudios,
además de nuestras conversaciones con los al-
deanos locales, señalan que nuestras activida-
des no causaron, como alegó RAN, ninguna
destrucción de los sitios sagrados ni de las pu-
rinas, ni contaminación de los arroyos, etc”.
Más tarde se conocería que ARCO realizó es-
tudios únicamente sobre el área de los pozos
exploratorios, pero no sobre los impactos de
las trochas.

En abril de 1992, Arco Oriente anuncia
el descubrimiento de importantes reservas de
crudo liviano en el Bloque 10. Según el infor-
me verbal de funcionarios de Petroecuador,
los descubrimientos sumarían 700 millones de
barriles. Considerando que las reservas ante-
riormente conocidas son de 1.5 millones, el
descubrimiento de Arco es de importancia
(Villamil, 1994, p.16).

Teniendo presente las alianzas estableci-
das y su presencia en el escenario global, ese
mismo mes y después de 15 años de moviliza-
ción continua, la OPIP organiza una marcha
con más de 2.000 indígenas a lo largo de 400
kilómetros desde la Región Amazónica hasta
Quito, denominada “¡Allpamanda, Causai-
manda, Jatarishum! (Por la tierra, por la vida,
levantémonos), tras la cual logró la legaliza-
ción de 1’115.574 hectáreas correspondientes
a gran parte de los territorios tradicionales de
las comunidades indígenas de Pastaza. Este
cambio de posición del Estado ecuatoriano
posibilitó el inicio de una nueva etapa de rela-
ciones en torno al conflicto, en tanto se aten-
día una demanda y satisfacía -aunque sea par-
cialmente- un interés central de las organiza-
ciones indígenas. A pesar de ello, Arco parecía
no modificar su posición inicial, lo cual agudi-
zó el conflicto en el escenario local. A inicios
de 1993 la compañía petrolera había retomado

sus estrategias de división, utilizando todos los
medios12.

El 7 de septiembre de 1993, la OPIP
planteó a Arco la reiniciación de los diálogos
directos.13 Así, en noviembre, la OPIP conjun-
tamente con representantes de la comunidad
de Santa Cecilia, de la zona de Villano, deciden
convocar a las 11 Asociaciones Indígenas de
Base para una concentración en la comunidad
de Villano, centro principal de operaciones de
Arco.14

A nivel global la campaña internacional
implementada por las redes y grupos ambien-
talistas internacionales se intensificó y llevó a
la compañía Arco a reveer sus posiciones y es-
trategias, en tanto su imagen dentro del mer-
cado petrolero y de los accionistas se habría
puesto en riesgo.

Estas serían una de las razones que lleva-
ron a decidir a los ejecutivos de la matriz de
Texas, la reapertura del diálogo directo con la
OPIP, manteniendo como lugar de encuentro
las oficinas centrales de la compañía en Plano,
Texas hasta culminar en marzo de 1994, con la
firma de un acuerdo que incluye: que la com-
pañía se compromete a realizar una evalua-
ción ambiental del período de exploración en
el Bloque 10, independientemente de la decla-
ratoria de comercialidad de ARCO/AGIP, así
como a asegurar la participación de los indíge-
nas en el desarrollo de un Plan de Manejo Am-
biental para los territorios indígenas de Pasta-
za, y la creación de un Fondo de Desarrollo
Social, Control Ambiental y Conservación de
la bio-diversidad en los territorios indígenas
de Pastaza. También se acordó la creación de
una Comisión Técnica Ambiental con 3 repre-
sentantes del Estado, 3 de Arco y 3 del Frente
Indígena (OPIP, AIEPRA y ASODIRA), cuyo
funcionamiento permitió en una primera eta-
pa que temas como: la construcción del oleo-
ducto, la apertura de vías, la movilización de
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equipos de trabajo, la realización de estudios
de impacto ambiental en dichas zonas de ope-
ración y el financiamiento de los planes de de-
sarrollo presentados por los indígenas, sean
discutidos con resultados variables.

A manera de epílogo

El conflicto socioambiental, tal como lo
entendemos cumple en el caso amazónico un
rol importante en el proceso en el que el terri-
torio es articulado a la subjetividad comunal y
familiar, es decir, en el momento en que es in-
ternalizado, imaginado, simbolizado, apropia-
do a través de la sensibilidad desarrollada res-
pecto del espacio y sus recursos. En ese mo-
mento se produce la ocupación política del te-
rritorio, fundada en una identidad y una opo-
sición que se traducen en términos espaciales.

La huella migratoria y la memoria geo-
gráfica son ciertamente niveles de internaliza-
ción o apropiación subjetiva del espacio, pero
por sí solas no fundan la territorialidad si es
que no se traducen en términos de apropia-
ción política.

Estos conflictos nos llevan a poner en
evidencia la relación estrecha que existe entre
percepción étnico espacial, conflictos y cons-
trucción territorial: la territorialidad y el terri-
torio se construyen y reconstruyen en el mar-
co de los conflictos y la percepción se constru-
ye y reconstruye en esa unidad de procesos.
Por eso es que el proceso de construcción te-
rritorial está ligado a la construcción de iden-

tidad y oposición, entendidos como percepe-
ción étnico-espacial.

De allí que la existencia de conflictos
impacta en estos casos en la percepción, pro-
duce cambios en la tradicionalidad en térmi-
nos de cultura de normas y relaciones inter e
intracomunales, en la perspectiva de regular
los procesos de acceso, manejo y uso de los es-
pacios. Esta regulación necesaria, necesaria de-
bido a la presión de distintos factores se expre-
sa en el rediseño del espacio étnico.

De allí que las propuestas de tratamien-
to de conflictos ha pasado por construir y di-
señar propuestas que expresen esos espacios
imaginados a partir del recuerdo, de la memo-
ria, del mito, etc. Esos mapas mentales pueden
ser a partir de referentes físicos, pero funda-
mentalmente símbólicos. La territorialidad se
construye a partir de alianzas comunales y de
pactos que ellas implican. Pero esos pactos no
son hechos políticos puros -como diría la con-
vención en torno a resolución de conflictos-
sino también hechos culturales, en la medida
en que están cruzados por el problema de la
identidad étnica. Entonces, en el manejo de
conflictos amazónicos -que involucran a los
pueblos indígenas- hay una trama de pactos y
alianzas hechos a partir de rasgos étnicos, que
amarran las microterritorialidades comunales
y las funden en una territorialidad más am-
plia. El territorio como objetivo y salida al
conflicto no es sino la unidad del parentesco
con el espacio.
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1 Texto preparado para el “Primer Congreso de
Antropología Aplicada”, Universidad Politécnica
Salesiana, Quito, 25-29 de Enero de 1999.

1 El denominado Bloque 10, de 200 mil Has. está
localizado en la parte central de la provincia de
Pastaza, entre el río Curaray al Norte y el río Bo-
bonaza al Sur.

2 En abril de 1948, luego de no encontrar eviden-
cias de la existencia de reservas hidrocarburífe-
ras durante 11 años, la Royal Dutch Shell extra-
ñamente solicita al gobierno ecuatoriano una
prórroga para sus actividades, pese a que la con-
cesión había caducado desde 1945, por cuanto la
Shell no había iniciado la exploración, conforme
lo exigía el contrato al cabo de los 8 años de ex-
ploraciones que inicialmente se le concediera.
En agosto de 1948, la Shell revierte formalmente
las áreas de concesión al Estado ecuatoriano (4
millones 197 mil hectáreas), sin embargo de lo
cual, continuó operando hasta 1950.

3 Las cuadrillas de trabajadores de sísmica habían
violado áreas consideradas sagradas por el pue-
blo Quichua, y al decir de los indígenas, causa-
ron impactos ambientales en las Purinas (asen-
tamientos dispersos tradicionales), las chacras
(lotes agrícolas de policultivos), el purun (bos-
que secundario manejado), y en las áreas de ca-
za y pesca. Las comunidades de Sarayacu no ha-
bían sido consultadas sobre la actividad sísmica
que Arco llevaría a cabo en su territorio.

4 Unos días más tarde, un grupo de funcionarios
de alto nivel de la Presidencia, encabezados por
Alfonso Calderón, asesor en Asuntos Indígenas,
Manuel Navarro, del Dpto. de Medio Ambiente
de CEPE (hoy Petroecuador), y otros de la Di-
rección Nacional de Hidrocarburos, el IERAC y
representantes de ARCO. Allí se instala una
Asamblea en la cual también participan dirigen-
tes de la Comunidad Alama Sarayacu (CAS), de
la Organización de Pueblos Indígenas de Pasta-
za (OPIP), Confeniae (Confederación de Nacio-
nalidades Indígenas de la Amazonia Ecuatoria-
na) y de la Conaie (Confederación de Naciona-
lidades Indígenas del Ecuador), y otras de la re-

gión como la FCUNAE y FOIN (ambas de la
provincia de Napo). El llamado Bloque 10, com-
prende una extensión de 200.000 has.

5 Para el entonces presidente Rodrigo Borja, “esos
acuerdos fueron firmados mientras los repre-
sentantes estuvieron secuestrados, así que fue-
ron firmados por la fuerza, y contienen un vicio
de consentimiento. Pero lo importante más allá
de ese aspecto formal, es lo de fondo: y es que
mi gobierno ha trabajado a favor de los campe-
sinos, en beneficio de las comunidades”

6 En síntesis éstos se reducen a los siguientes: 1)
Legalización de Territorios de las Nacionalida-
des Indígenas de la Amazonia y Costa Ecuatoria-
na; 2) Aplicación de una real Reforma Agraria
en la Sierra, para la solución de los problemas de
tierras del pueblo Quichua; 3) la paralización de
los programas de colonización en la Región
Amazónica y la Costa ecuatoriana, dentro de te-
rritorios indígenas; 4) reformas a la Constitu-
ción política del Estado ecuatoriano; 5) Discu-
sión y aprobación de la ley de Nacionalidades
indígenas del Ecuador; 6) Paralización de las ac-
tividades petroleras dentro de los territorios in-
dígenas hasta la legalización de las mismas; 7)
Indemnización por los daños ecológicos y socio-
culturales causados por las actividades petrole-
ras al interior de los Territorios indígenas de la
Amazonia Ecuatoriana; 8) Suspensión de nue-
vas concesiones petroleras dentro de los Territo-
rios Indígenas; 9) Suspensión de actividades tu-
rísticas dentro de los territorios y comunidades
indígenas; 10) Presupuesto económico para el
fortalecimiento del Programa de Educación In-
ter-cultural bilingüe de las nacionalidades indí-
genas del país; 11) Participación de las rentas pe-
troleras para el desarrollo de las nacionalidades
indígenas del Ecuador; 12) Atención con in-
fraestructura social a los Pueblos Indígenas.

7 Un número de “World Rainforest Report (RAN),
en un artículo titulado “Blood for Oil: A Global
War”, presenta una descripción cruda de los im-
pactos ambientales de las exploraciones petrole-
ras en el Bloque 10, lo cual desató una polémica
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con la compañía petrolera que, a su vez, replicó
publicando los resultados de una auditoría am-
biental.

8 Entre los principales se encuentran: la entrega,
solución y legalización en forma gratuita de la
tierra y los territorios para las nacionalidades in-
dígenas; el no pago del predio rústico; cumpli-
miento de los acuerdos de Sarayacu; condona-
ción de las deudas por parte del IERAC, FODE-
RUMA, FEPP, Banco de Fomento y otros; expul-
sión del Instituto Lingüístico de Verano; legali-
zación y apoyo del Estado a la práctica de la me-
dicina indígena; creación de partidas presupues-
tarias para las direcciones provinciales y nacio-
nales y entrega de recursos económicos perma-
nentes del convenio Ministerio de Educación-
Conaie.

9 El documento de 16 páginas, dos anexos de 15
páginas y 5 mapas, firmado por 26 dirigentes in-
dígenas de Pastaza (11 quichuas, 5 shiwiar, 2
achuar y 8 de la OPIP, se divide en 4 secciones:
1) revisa algunos antecedentes históricos; 2)
conceptualiza el territorio desde la perspectiva
de las organizaciones indígenas: plantea al Esta-
do un Acuerdo de Territorialidad y describe los
límites que tendrían los llamados territorios in-
dígenas; 3) Solicita que se dicten leyes y demás
normas legales para que se cumplan en el Ecua-
dor varios de los acuerdos internacionales. Pide
la derogatoria de la Ley de Colonización, la sus-
pensión de la explotación de recursos y la ac-
ción de los militares en territorios indígenas, la
autodeterminación, autonomía y autogobierno
de los pueblos indios en sus territorios; y 4) un
exordio de respeto al Estado nacional si se sus-
cribe el acuerdo.

10 Presididos por Yves Galland, el Parlamento Eu-
ropeo, como consecuencia de un debate cele-
brado con arreglo al procedimiento de urgencia
previsto en el artículo 64 de su Reglamento,
aprobó un documento denominado “Resolu-

ción sobre el desastre humano y ecológico en la
región de Pastaza, en la Amazonia del Ecuador”,
Estrasburgo, diciembre 14 de 1990.

11 (E/CN.4/Sub 2/1989/36, anexo I)/ La Subcomi-
sión de Prevención de Discriminaciones y Pro-
tección a las Minorías hizo suya esta recomen-
dación en su resolución 1989/35, del 1º de sep-
tiembre de 1989.

12 Un grupo de familias son sobornadas por la
compañía, para que tomen el control de 7 co-
munidades: Centro Elena, Santa Cecilia, Chuya-
yacu, Villano, Pandanuque, Pitacocha, Nuevo
Kurintza. Bajo el asesoramiento de Chris Houl-
der, jefe de campamento de Arco en Villano, for-
maron la Directiva Intercomunitaria Indepen-
diente (DICIP), como desmembración de la
OPIP.

13 A inicios de Octubre, Arco reinicia la perfora-
ción del último pozo, llamado “Villano 3”, que
se prevé culminar en enero de 1994, para inme-
diatamente empezar la construcción de la carre-
tera y el oleoducto.

14 Del 15 al 18 de diciembre se reúnen en una
nueva Asamblea extraordinaria los representan-
tes de 133 comunidades y ratifican la “Declara-
ción de Villano” en la que reiteran sus demandas
al Estado y a la compañía Arco, a quien le dieron
24 horas para que se retire de Villano y amena-
zaron con la toma del pozo de Villano, que fue
custodiado por más de 100 militares. En dicha
Asamblea se propusieron 4 puntos: 1) establecer
mecanismos de coordinación a fin de que ga-
ranticen el proceso de diálogo para prevenir
conflictos sociales en el Bloque 10; 2) realizar
una auditoría ambiental; 3) elaboración con-
junta entre Arco, el Estado y la OPIP, de un Plan
de Manejo Ambiental; y 4) la asignación por
parte de Arco, de un fondo permanente de desa-
rrollo de los pueblos indígenas. Arco respondió
que solo podría dar el 40 por ciento y el Estado
el 60 por ciento.
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